Carátula 
(Ingresa a Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca da la bienvenida al señor Ministro de Economía y 
Finanzas, quien fue invitado para que nos brinde su opinión sobre el proyecto de ley que tenemos a consideración sobre 
suspensión de ejecuciones. 


Tiene la palabra el señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Bensión. 


SEÑOR MINISTRO.- Tuve oportunidad de visitar esta Comisión hace ya algún tiempo, sobre fines del año pasado, cuanto se 
estaba considerando un proyecto de ley similar al que hoy los ocupa. 


En esa oportunidad hice una exposición extensa, detallada y hasta quizá aburrida, sobre la que no quisiera volver por cuestiones 
de tiempo. En consecuencia, me voy a remitir a los principales conceptos que traté de defender en aquella ocasión, ello sin 
perjuicio de la actualización que corresponde en función del tiempo transcurrido desde ese momento. 


Nosotros -estoy hablando obviamente en nombre del Poder Ejecutivo-, en el tema del endeudamiento del sector agropecuario, 
desde el principio, tuvimos una posición que, con el transcurso del año 2000 y principalmente los acontecimientos iniciales del año 
2001 en ocasión del brote de aftosa, expresamos un acuerdo con el Partido Nacional referido a los deudores del Banco de la 
República y de lo que en ese entonces eran los bancos gestionados o en poder del Estado, es decir el Banco La Caja Obrera y el 
Banco de Crédito. En particular, definimos allí una franja de deudores con montos de deudas de hasta U$S 200.000 que, en ese 
acuerdo político, entendimos que era el sector de deudores que debía merecer una atención expresa por parte de estos bancos. 
También acordamos determinadas condiciones en términos de plazo, tasas de interés, formas de pago a través del Bono Cupón 
Cero, etcétera. 


A nuestro juicio, eso atendía, en primer lugar, a una parte muy importante de los deudores del sector agropecuario; y, en segundo 
término, a aquella parte que entendíamos debía merecer un apoyo del Estado, de la sociedad en su conjunto. Como ustedes 
recordarán, a esos efectos se previó una compensación económica en función del Banco de la República -que está en tren de 
procesarse en este año en curso-, habida cuenta del perjuicio que esta fórmula de refinanciación de adeudos significaba para 
nuestro principal banco estatal. 


Desde entonces, esta fórmula tuvo su proceso de aplicación. En algunos casos no fue fácil -estoy hablando de algunos casos 
individuales-, según las referencias que nos han llegado en forma oficiosa u oficial a través de autoridades, de personas de nuestro 
conocimiento, de integrantes del sistema político, de Legisladores, etcétera. Pero creemos que, en términos generales, y sin 
perjuicio de alguna excepción muy aislada, esta fórmula tuvo un principio de aceptación satisfactorio en el sentido de que cubrió a 
todos los deudores en estas condiciones que, lógicamente, desearon presentarse y acogerse a esta fórmula entonces decidida. 


El paso del tiempo nos ha ratificado en nuestra posición en el sentido de que esa es la franja de deudores de la banca pública que 
merece ser contemplada y, en consecuencia, creemos haber contribuido, con el apoyo del Partido Nacional, a dar forma a un 
procedimiento de protección y de ayuda a los deudores del sector agropecuario de la banca pública, que nos parece atendible en 
función de las particulares circunstancias que entonces vivía este sector. 


De modo que al momento actual, al comparecer ante esta Comisión mantenemos nuestra posición. 


Desde el momento en que esa fórmula tomó un estado definido y que comenzó a funcionar el procedimiento de inscripción, 
etcétera, de los deudores en esas condiciones, se abrió una cierta controversia sobre la situación de los deudores de la banca 
privada que no estaban comprendidos dentro de esa fórmula. En ese momento, nosotros -y creo que varios de los señores 
Legisladores aquí presentes- hicimos diversas gestiones oficiosas -es mi caso y creo que también el del resto de los Legisladores a 
que hago referencia- a efectos de lograr una atención de la banca privada a la situación de los deudores agropecuarios en 
dificultades que pudiera completar esta forma de abordaje del tema de la deuda agropecuaria que habíamos iniciado a través de 
esta fórmula en la banca pública que acabo de recordar. 


Por distintas circunstancias, esta diversidad de gestiones no se pudo concretar en una solución mutuamente acordada entre las 
partes antes de fin de año y los plazos se vinieron un poco encima. Todos sabemos que a finales de año, particularmente en 
diciembre, es difícil reunir a la gente con regularidad, etcétera y, en función de eso, merced a la gestión de algunos Legisladores 
aquí presentes, la banca privada en su conjunto tomó un compromiso público de no propiciar ejecuciones de productores rurales en 
el primer semestre del año. Este es un compromiso que tuvo difusión pública en su momento y que, es cierto, en las últimas 
semanas tuvo formas de desconocimiento por parte de la banca privada en función de la publicación de remates que se vieron en 
la prensa en los últimos días. Pero después de las gestiones que diversos Legisladores y personas relacionadas con el sector 
iniciaron, hoy estoy en condiciones de ratificar lo que ya había adelantado oficiosamente en una reunión anterior a banca privada 
efectivamente ha asumido el compromiso de no propiciar remates -de productores rurales endeudados- hasta el 30 de junio. De 
modo que creo que ese problema no existe por el momento, y tampoco existirá hasta esa fecha. No podría asegurarlo en un ciento 
por ciento, porque estas son decisiones que toman los bancos privados; pero repito que hay un compromiso generalizado de 
proceder en ese sentido. 


El compromiso, tal como fue interpretado por los bancos -aclaro que esta es simplemente una comprobación objetiva; no quisiera 
entrar ahora al tema de si efectivamente fue una interpretación equivocada o adecuada-, es que esta suspensión de ejecuciones 
voluntaria sólo comprendía a los deudores agropecuarios de hasta U$S 200.000, es decir, la misma franja que habíamos definido 
en el Banco de la República. 


En cualquier caso, las gestiones de estos últimos días con los representantes de la banca privada parecen asegurar que no va a 
haber remates de productores rurales, con independencia del monto adeudado hasta el 30 de junio. 


SEÑOR PEREYRA.- Simplemente, a los efectos de que quede claro, quiero dejar constancia de que en el momento en que 
llegamos a aceptar este acuerdo en la Comisión, no se manejó la limitación de las ejecuciones, en el sentido de que sólo abarcaba 
a aquellos productores que adeudaban hasta U$S 200.000. Hago esta puntualización porque es lo que señalaba el compromiso en 
la forma en que quedó registrado en la versión taquigráfica de ese día y en las conversaciones que mantuvimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo aclarar que estuve presente en la conversación, por lo que puedo dar fe de que los montos que se 
manejaron fueron los que indicó el señor Ministro, es decir, hasta U$S 200.000. Con esto no quiero entrar en ningún tipo de 
discusión con los señores Senadores, pero sí es bueno que lo aclaremos. Insisto: estuve en la primera instancia, no así en la 
segunda, en la cual el señor Ministro plantea ahora que hasta el 30 de junio aparentemente no se ejecutaría a ningún productor, no 
importando el monto. 


SEÑOR PEREYRA.- No dudo que el señor Presidente haya estado presente en esa instancia, sino que no se mencionó esa 
limitación -como recordarán los señores miembros de la Comisión- ni consta en la versión taquigráfica. Con base en eso, he estado 
haciendo afirmaciones ante la opinión pública. 


SEÑOR SANABRIA.- Si bien es cierto que en la Comisión -como muy bien lo manifiesta el señor Senador Pereyra- tal vez no se 
haya manejado ese tema, sí se hizo en todas las conversaciones que se tuvieron desde el inicio con la banca privada, así como 
con el señor Ministro. Precisamente, en esas instancias se manejó la necesidad de defender el mismo criterio que se ha manejado 
en todo este tema sobre el endeudamiento del sector agropecuario. No olvidemos que el acuerdo con la banca pública y 
gestionada tiene el tramo vigente de hasta U$S 200.000 para el Cupón Cero, y de U$S 200.000 ó U$S 300.000 caso por caso. En 
ese terreno, las conversaciones que se manejaron con el señor Ministro, tanto fuera de la Comisión como complementarias de ella, 
fueron en el entendido de que estábamos en la línea de defender aquellos casos de pequeños y medianos productores, y no el 
gran productor, que representa el cuarenta por ciento del endeudamiento, pero que es el diez por ciento de los deudores, dicho 
esto en términos generales. Nos referimos a aquellos productores, grandes deudores, que explotan miles de hectáreas y que 
evidentemente tienen otras connotaciones vinculadas, sobre todo, a las dificultades del Erario, del propio Estado, para atender esas 
situaciones. Ello no significa que la banca no esté atendiéndolas. En el concierto de los productores rurales, no existe hoy ninguno 
que, con voluntad de acercarse al banco, no tenga una solución satisfactoria. Lo vemos en el Banco República, en la banca 
gestionada y también en la particular. 


Es verdad que no surge de la Comisión ese tema, pero sí quiero aclarar que, en lo personal, en las conversaciones y acuerdos que 
se lograron al 30 de junio, dimos por descontado -así como seguramente los demás compañeros que participaron en esa 
negociación- que así se manejó. 


SEÑOR MINISTRO.- Más allá de este punto, me permito insistir en que fuera de alguna excepción que pudiera ocurrir muy en 
forma aislada, las expresiones que he recogido de la banca privada a través de las autoridades correspondientes, es que no va a 
haber ejecuciones o remates antes del 30 de junio, independientemente del monto. 


En consecuencia, el problema no es inmediato, sino que tiene por delante casi dos meses antes de que efectivamente volvamos a 
tener la posibilidad de ejecuciones en el sector agropecuario. Entonces, creo que corresponde hacer algunas referencias más de 
fondo, reiterativas quizás de las que hice oportunamente, sobre el problema que nos ocupa. 


En primer lugar, y con carácter general, los señores Legisladores comprenderán que, en función de mis afirmaciones en esta 
Comisión y en otros ámbitos, en nombre del Poder Ejecutivo no somos partidarios de ninguna ley de suspensión de ejecuciones. 
Creo que no es necesario abundar en razones; con mucho gusto, si así fuera lo haría, pero a modo de resumen diré que si lo 
hiciéramos sería volver al Uruguay de las peores épocas de oscurantismo ideológico del pasado, y lo expreso con total propiedad. 
Las leyes de suspensión de ejecuciones suponen un desconocimiento abierto del derecho de propiedad y, además, en sí misma 
sólo tienen como vocación la de perpetuarse en el tiempo porque no contienen ningún germen de solución al problema planteado. 


¿Cuál es, en definitiva, el problema que puede estar, por lo menos en nuestra concepción, para atender desde el punto de vista del 
interés social con relación a este tema del sector agropecuario?. Reitero las condiciones en que nos aproximamos a este problema. 
La banca pública ha atendido la situación de los deudores agropecuarios en determinadas condiciones. Ha quedado fuera, 
deliberadamente, toda una franja de deudores agropecuarios por encima de U$S 200.000, que obviamente tendrán que hacer 
frente a sus obligaciones con la banca pública en la medida de sus posibilidades o buscar distintas soluciones a ese problema de 
endeudamiento. 


El problema de la banca privada es más complejo desde el punto de vista de la intervención de la autoridad o de los poderes 
públicos. Allí hay contratos entre particulares. Toda forma de intervención de las autoridades públicas significa una intromisión a la 
voluntad de las partes, que se expresó libremente en el momento en que se formalizó el contrato de préstamo correspondiente. Por 
eso es que desde el principio siempre opinamos que no correspondía legislar ni adoptar decisiones de orden corporativo en el tema 
de los deudores de la banca privada, en particular de los pertenecientes al sector agropecuario. Esa sigue siendo nuestra posición 
al día de hoy. 


De modo que, reitero, no somos partidarios de ninguna ley que signifique alguna forma de interferencia en la relación entre 
deudores agropecuarios y bancos privados. 


Pensamos que sí es posible y necesario, buscar alguna vía de aproximación o de salida a una determinada situación que pueda 
estar pendiente de solución, en el tema del endeudamiento agropecuario con la banca privada. Razonando en los mismos términos 
que acabo de expresar hasta ahora, si estuvimos de acuerdo en que los deudores de hasta U$S 200.000 eran una franja atendible, 
por distintas consideraciones, en el caso de los bancos públicos nos parece que se debería seguir el mismo criterio a aplicar en el 
análisis de la situación de los deudores en la banca privada. Además, consideramos que, en función de las consideraciones que 
acabo de hacer, el problema de los deudores del sector agropecuario que están pagando normalmente sus obligaciones, no 
debería ser tampoco motivo de una interferencia por parte de los Poderes Públicos a través de la sanción de una ley. En todo caso, 
creo que la misma preocupación que ha motivado este tema desde el principio tiene sentido en las situaciones que acabo de excluir 
en el planteo que estoy formulando. Me refiero a aquellos deudores de hasta U$S 200.000 que estaban en situación de mora o de 
no pago de sus obligaciones a determinada fecha del pasado año 1999 o 2000, o a una fecha a determinar. 


Sobre esta base y con ese objetivo bien determinado de los deudores agropecuarios definidos de esta manera, es decir, con 
montos de deuda de hasta U$S 200.000 y en situación de mora a una fecha establecida del pasado, me parece que vale la pena 
intentar nuevamente el esfuerzo que se había iniciado sobre fines del año pasado -de hecho lo hemos estado atendiendo, en forma 
oficiosa, en estos meses tan agitados que hemos tenido en el país- y, en el lapso que resta hasta fin de junio, creemos que las dos 
partes -me refiero a bancos privados y deudores, ya sea directamente o a través de representantes que los propios deudores 
consideren adecuados- pueden encontrar una solución mutuamente satisfactoria a sus necesidades y planteos. De parte del 
Gobierno, obviamente, vemos con interés y simpatía esa posibilidad; vamos a contribuir a ella en la medida de nuestras 
posibilidades y sin tomar una posición oficial sobre el tema, tratamos de instalar -o contribuir a instalar- esa mesa de diálogo entre 
las dos partes a efectos, reitero, de que puedan llegar a una solución mutuamente satisfactoria. 


Eso es lo que pensamos hoy sobre el problema que, como ustedes ven, no es sustancialmente distinto de lo que pensamos 
siempre sobre el particular. Quizás deba agregar que, en los últimos días, se me han hecho agregar algunas sugerencias sobre 
posibilidades concretas a ser discutidas en el planteo que pudiera abrirse entre deudores y bancos, tomando como base la fórmula 
del Bono Cupón Cero que está vigente en el Banco de la República, con alguna adaptación. Hemos ofrecido el concurso de 
nuestros técnicos -si ello fuera necesario- para contribuir a aclarar las posibilidades de entendimiento que se abren a partir de estas 
perspectivas. Pero en definitiva, como ven, es una reafirmación de la línea de razonamiento que acabo de exponer, que consiste en 
contribuir a un entendimiento entre las partes. Tenemos confianza en que, efectivamente, va a ser así y, en consecuencia, lo que 
estamos expresando en nombre del Poder Ejecutivo ante esta Comisión es nuestra disposición para que ello se ponga en marcha y 
se puedan lograr resultados satisfactorios dentro de los términos que tenemos previstos. 


Quedo a disposición de los señores Senadores para responder las preguntas que deseen formular. 


SEÑOR MUJICA.- Es obvio que en el transcurso de este tiempo tenemos una percepción de su manera de pensar con respecto a 
estas cosas, y ni por asomo intentamos discutirlas. Lo que queremos señalar, desde el punto de vista estrictamente económico, es 
que somos conscientes de las dificultades globales por las que atraviesa el país y en ese marco también tenemos que ver este 
problema. 


No se me escapan tampoco las consecuencias políticas de mediano plazo que trae aparejadas, no porque los sectores 
involucrados sean numéricamente importantes, sino porque tienen un brutal peso indirecto sobre la opinión en el interior de este 
país. 


Pero el tercer elemento, ese sí, económico, es que hemos asistido -tal vez sin darnos cuenta- a una evaporación de capital o de 
patrimonio productivo de activos de carácter colosal, muy difícil de cuantificar. Deberíamos razonar con sentido común en estos 
términos: si damos por válida la existencia de 10:000.000 de cabezas de ganado, hemos perdido 3:500.000, si nos atenemos a los 
valores que tienen hoy, con respecto a los de hace dos años. Además, consideremos que la ganadería, groseramente, cubre un 
escenario de unos 15:000.000 de hectáreas, es como si tuviéramos 7:000.000 u 8:000.000, porque ha habido una caída vertical del 
precio de la tierra, que es palpable en todo el país. Ojalá que este fenómeno sea transitorio o de coyuntura. 


Se nos ha presentado un conjunto de circunstancias nacionales e internacionales frente al cual muy poco podemos hacer, y eso lo 
reconozco. 


En este marco, quiero señalar que el sistema bancario que funciona en un país de naturaleza agroexportadora -y que, por lo tanto, 
es parte aunque no se dedique centralmente a estos negocios- históricamente va a estar pautado, a la corta o a la larga, por lo que 
pase en ese sector, porque toda la sociedad -se dé cuenta o no- está pautada por ese factor en este Uruguay de hoy. No sé lo que 
ocurrirá dentro de un tiempo. 


La política de remate, en esta circunstancia, de hecho se transforma en una especie de expropiación que le va a caer a sectores 
que están afectados. ¿Por qué? Porque no se suma el remate. El remate no está en precios históricos medianamente normales, 
sino en una relación de precios francamente sublevantes e injustos. Entonces, esto tiene un doble efecto. Pero además se abre la 
puerta para una transferencia masiva de propiedad o de capital productivo de la que, como país, no creo que saquemos ventaja en 
el mediano plazo. Acá hay gente con dinero disponible a la que, de pronto, ni siquiera le interesa la producción de la tierra, y que 
puede hacerse de un patrimonio muy interesante, precisamente, porque tiene esa disponibilidad. Si nos atenemos a Derecho y a 
cuestiones jurídicas, la marcha objetiva de estos fenómenos son un dato de la realidad, que hay que aceptar. 


Si nos colocamos, como país, mirando para adelante creo que podemos tener una pérdida muy grave. 


Entonces, la diferencia que tenemos acá -dando por valido parte del argumento- radica en la valoración del conjunto de estas 
cuestiones y de cómo repercutirán desde el punto de vista histórico. El grueso de los productores del Uruguay tiene un promedio de 
envejecimiento superior al conjunto de la población y, por lo tanto, ese es un tipo de capital -me refiero al capital humano- más difícil 
de reponer en la naturaleza de un país que sigue siendo, porfiadamente, agroexportador y al cual tampoco tenemos muchas 
alternativas para darle. 


En consecuencia, en ese contexto, cuando discrepamos con el señor Ministro o con su línea, no lo debe tomar desde un punto de 
vista personal, sino que es una valoración de conjunto que tiene otros ángulos. Somos absolutamente conscientes de que esto no 
arregla nada y de que el problema de fondo es otro; absolutamente otro. Asimismo, cuando lo respaldamos fue porque la 
experiencia nos indicaba que a veces hay que poner un acicate para encontrar soluciones un poco mejores. Está claro y nos faltó 
explicar que la vez anterior que estuvo acá el señor Ministro, teníamos un grado inversor que después terminamos perdiendo. 


SEÑOR MINISTRO.- Debo decir al señor Senador Mujica que del sector agropecuario sé muy poco y seguramente él conoce 
mucho más su realidad. De todos modos, por lo menos déjeme hacer un par de reflexiones. 


Creo - y, a través de mí, el Poder Ejecutivo- que la realidad a la que usted hace referencia en cuanto a la deuda y a la transferencia 
de riquezas o de propiedades que se puedan dar en el sector agropecuario la tenemos que ubicar con un cierto sentido de 
selectividad. A mí no me molesta que un señor que debe U$S 1:000.000 ó U$S 10:000.000, pierda su campo y se lo venda a otro 
que hará un buen o un mal negocio; sinceramente, no me molesta, y a lo mejor creo que el país gana o pierde, pero no me 
corresponde hacer juicios de valor sobre esas situaciones. Es más, no creo que tampoco podamos hacerlas en términos 


económicos. A lo mejor quien compra es un productor o una persona que entra a la producción con un sentido progresista, lo que 
permitirá mejorar al país, pero puede suceder que quien compre lo haga para ocultar dineros que no se sabe dónde se originaron, y 
obviamente no es esa la situación que todos deseamos. De todas maneras, desde el punto de vista económico, macroeconómico y 
global, de mi concepción de la sociedad y desde mi ubicación, como uruguayo, en esta sociedad en la que estamos viviendo, no 
me preocupa. Creo que tenemos que fijarnos una franja. Y la hemos fijado: vamos a defender a los productores endeudados hasta 
U$S 200.000. Ese es un criterio y, como todos, puede tener sus imperfecciones, pero creo que no corresponde hacer 
generalizaciones en la deuda del sector agropecuario y en sus deudores. Habrá quienes, estando por encima de esa franja puedan 
pagar, habrá quienes tengan que vender parte de su campo y otros que no puedan pagar y deban dejar su campo. Pero no creo 
que ese sea un problema social o que cause perturbaciones a la sociedad uruguaya ni que signifique pérdida de riqueza 
productiva, humana o social para el país. 


El señor Senador Mujica hizo referencia al grado de inversión de Uruguay. Lo hemos perdido, y estamos pagando un precio muy 
caro por ese hecho. Todos sabemos las dificultades por las que el país está atravesando en estos últimos meses, por un cúmulo de 
circunstancias que se originan en la situación argentina y que se prolongan después en otros efectos entre los cuales, sin duda, 
uno de los más importantes ha sido la pérdida del grado de inversión. No me gusta hacer paralelismos con otras sociedades, 
porque todas tienen sus particularidades, sus virtudes y defectos. Nuestra sociedad seguramente se ubica en el mundo con 
muchas virtudes y seguramente tiene sus defectos. 


Ahora, frente a los problemas económicos que estamos viviendo y que son los que estuvieron detrás de esta pérdida del grado de 
inversión y de muchas de las incertidumbres por las que está pasando el país, como profesional de la economía, como Ministro de 
Economía, me permito hacer una reflexión a todos los señores Senadores: no agreguemos a los problemas del país leyes que 
desde el exterior y desde el interior se vean como un obstáculo institucional al funcionamiento normal de una economía en 
dificultades. Repito que no quiero hacer comparaciones, pero leyendo los diarios todos vemos realidades muy cercanas a las 
nuestras en donde las relaciones con los organismos internacionales están obstaculizadas por una serie de hechos entre los cuales 
hay determinadas leyes que, prácticamente, ponen a algunos de esos países fuera de la relación normal con el resto del mundo. 
No quisiera agregar a las dificultades que estamos teniendo en el manejo de la economía, el salir a explicar, dentro del país y fuera 
de él, que en el Uruguay el funcionamiento de los contratos privados se desconoce a través de leyes muy bien inspiradas -no tengo 
dudas- pero que significan una perturbación muy seria para el desarrollo de los negocios. 


De modo que ratifico mis expresiones. Hay aquí un problema a contemplar desde un punto de vista social; ha tenido una 
determinada definición en el acuerdo político con el Partido Nacional y, como todas las definiciones o como todos los límites, puede 
merecer ciertos reparos pero, en definitiva, es el que está vigente. Por lo tanto, mi exhortación es a contemplar esa definición como 
un punto de partida para que, en forma voluntaria, las partes involucradas puedan llegar a un acuerdo. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente, señor Ministro: no es mi ánimo polemizar, pero cuando estas cosas quedan en la versión 
taquigráfica, puede parecer que uno admite en silencio expresiones que no comparte. En este caso, se trata de expresiones de un 
técnico muy distinguido, como lo es el señor Ministro. Desde luego que en el terreno económico no voy a discutir con él, por 
razones obvias: él es un técnico y yo estoy muy lejos de serlo. 


El señor Ministro dice que en materia de problemas agropecuarios no conoce mucho. A mí me pasa al revés: de economía sé muy 
poco o nada, pero de la realidad agropecuaria creo conocer. Esto es así, porque los primeros años de mi vida los viví en una familia 
rural, no propietaria de grandes extensiones sino de muy pequeñas, y luego me tocó ir al campo, como docente. Fue así que 
conocí de cerca el trabajo de los productores. Luego, por razones fortuitas e impensadas, que suelen darse en la vida, me convertí 
en productor agropecuario. 


Puedo establecer muy claramente que entre la actividad agropecuaria y cualquier otra -como puede ser la ciudadana- hay una 
tremenda diferencia, no en cuanto al esfuerzo o capacidad que cada uno pueda tener, sino a las condiciones sociales en que se 
realiza el trabajo. La actividad agropecuaria se lleva a cabo conviviendo en el lugar de trabajo, todos los días, todas las noches, los 
días de lluvia, en el invierno y en el verano. El hombre en su marcha histórica ha vivido preferentemente unido a la tierra; la ciudad 
aparece mucho más tarde que la vida nómada o sedentaria de pequeñas comunidades. Esa situación que se repite en el Uruguay 
rural -aunque quizás hoy se dé menos que hace unos años-, en general habla de una familia que vive, a veces, teniendo una 
extensión grande de tierra de cuyo fruto vive, y en otras se trata de una casa habitación con un patio grande, como puede ser 
poseer una extensión de cuarenta, cincuenta o cien hectáreas. La cultura que se crea en ese medio es distinta a la de la ciudad. Ya 
pasó el tiempo de aquellas expresiones de Sarmiento: "civilización y barbarie". Hay distintas formas de cultura, dadas por el hábito 
de vida, por las circunstancias naturales que rodean al ser humano, entre otras. 


Entonces, desde el punto de vista social, tiene una enorme importancia que la gente que tiene vocación para trabajar en el campo 
pueda llegar a perder su tierra. Yo veo que la tierra en el Uruguay hoy se ofrece a bajo precio, salvo aquella que está destinada a la 
actividad forestal. Insisto, el resto se paga a un precio muy bajo, lo que determina que gente que no tiene vocación por el trabajo 
rural esté comprando tierra como una simple forma de especulación. Naturalmente, eso no le sirve al país porque es obvio -y eso sí 
entra en el conocimiento de todos- que un altísimo porcentaje de las exportaciones uruguayas -casi el 80%- se genera con el 
trabajo agropecuario. 


Sigo creyendo que ese trabajo agropecuario le rindió al país cuando prácticamente todas las familias rurales, con algunas pocas 
excepciones, vivían en el campo. 


De manera que deseo señalar la importancia social que tiene el tema, respetando naturalmente la circunstancia que hoy nos rodea 
y a la que ha hecho referencia el señor Ministro, en cuanto a la situación financiera del país y a las repercusiones que puede tener 
en algunos medios con los que hoy necesitamos tener una relación especial. 


Sin ánimo de discutir con el señor Ministro y reconociendo su gran jerarquía técnica, quería hacer una reflexión parecida a la del 
señor Senador Mujica en cuanto a la necesidad de que la gente que vive en el campo, que está identificada con el trabajo rural - 
que además tiene un sentimiento muy especial de devoción, admiración y veneración por la tierra- no desaparezca. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: tengo para mí que el pensamiento del Poder Ejecutivo ha quedado muy claro. Mientras 
escuchaba la exposición del señor Ministro repasaba la versión taquigráfica de la sesión del mes de noviembre de 2001 y estoy de 


acuerdo con él en cuanto a que la opinión que nos transmite hoy es la misma que la de aquella oportunidad. 


Me parece que no vale la pena polemizar acerca de cómo concebimos el tema del endeudamiento del sector agropecuario, de la 
importancia que tiene para el país, ni de cuáles serán las consecuencias por no contar con una solución a través de las 
disposiciones legales que pueda contribuir a dar normalidad al funcionamiento de ese enorme paquete tecnológico que tiene el país 
y que debe defender -en tal sentido, comparto las expresiones que se han vertido en Sala-, porque presumo que no nos vamos a 
poner de acuerdo, ya que tenemos dos visiones muy diferentes sobre esto. El tema del endeudamiento del sector agropecuario lo 
venimos analizando en esta Comisión desde hace por lo menos cuatro años, ya sea en lo que tiene que ver con su origen, con la 
forma en que se contrajo la deuda, con la manera cómo creció, con la incidencia que la política monetaria del país tuvo para que 
ese endeudamiento fuera cada vez más pesado, etcétera. Insisto, no vamos a polemizar sobre estos temas porque creo que no 
conduciría a nada. En lo que debemos ponernos o no de acuerdo, es sobre si el método que hemos propuesto nosotros -que es el 
de dictar una ley que suspenda las ejecuciones, es pertinente o no, y si contribuye a que después podamos buscar por la vía legal 
una solución al problema del endeudamiento que vaya más allá de los acuerdos que las partes puedan conseguir por sí, que en 
torno a determinados niveles de endeudamiento es lo que el señor Ministro plantea: que sean las partes las que en una mesa de 
diálogo que él contribuiría a establecer, procesen esto. Creemos que la seguridad de la ley es lo que puede permitir contribuir a 
solucionar un problema que de otra manera va a continuar padeciéndose hasta que termine agotándose en las conclusiones que el 
señor Ministro señalaba, en cuanto a que quien pueda pagar lo hará, y quien no será ejecutado y quedará fuera del sistema. 


Personalmente, quiero que se procese la decisión, que se diga si se comparte la posición del Poder Ejecutivo o la opinión de ir a la 
suspensión de las ejecuciones por la vía legal. Entiendo que es tan válido legalmente el derecho de propiedad como la posibilidad 
de que el Estado pueda, en determinado momento, ponerle el cinturón de la ley. La sociedad puede adoptar una disposición legal 
en determinadas circunstancias para poner límites al ejercicio irrestricto del derecho de propiedad. Ahí tenemos una diferencia 
filosófica con el señor Ministro que no vamos a dilucidar aquí. Entonces, no debemos utilizar el tiempo que tanto necesita el señor 
Ministro para atender los problemas del país discutiendo sobre concepciones filosóficas o ideológicas. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Más adelante voy a efectuar algunas reflexiones sobre las manifestaciones del señor Senador Gargano, 
pero antes quiero decir que es evidente que en el endeudamiento agropecuario -quienes lo conocen bien podrían informar al 
respecto- hay de todo: volúmenes diferentes, tamaños y razones diversas. Esto significa que en la situación agropecuaria de hoy 
hay distintas situaciones y endeudamientos. 


Con respecto a los valores de los activos -que fijo, desde el punto de vista económico, como una de las metas más importantes, es 
decir, buscar el sostenimiento-, quizás tenga un matiz con las expresiones del señor Senador Mujica. Por esas circunstancias raras 
de la economía agropecuaria, ha ocurrido que al extrañar el mercado de los Estados Unidos, Canadá y el sudeste asiático y 
convertirnos en país con vacunación, dentro del mundo aftósico, hubo una gran caída en el país -también a nivel agropecuario en el 
sector de invernada- en cuanto a los precios de los productores. No fue tan así, tal vez como compensación al enorme desastre del 
sistema financiero debido a la crisis argentina -posiblemente esto haya sido el centro- para el resto de los valores de la producción 
pecuaria nacional. Ello se debió a ingresos en el sistema de dineros que figuraban anteriormente en otro tipo de acciones. 


En lo que tiene que ver con la tierra, la inestabilidad argentina -y actualmente la brasileña, tal como surge de informaciones de esta 
mañana- ha provocado que en los últimos tiempos hayan aparecido interesados en la adquisición de tierras en el interior del país, 
así como algunos negocios conocidos ya realizados en la zona del litoral. Creo que para tratar de ver las cosas con menos frialdad 
económica, podemos decir que lo más importante de esto es el análisis de la necesidad de evitar las ejecuciones para impedir, 
sobre todo, la caída de los activos. 


En cuanto a las expresiones del señor Senador Gargano que considero analíticas y profundas sobre este tema, diré que es válida 
la acción del Estado si realmente existe el dinero para compensar las diferencias que pueda haber ante la necesidad de una 
refinanciación del endeudamiento agropecuario. No creo que la suspensión de ejecuciones sea un acto positivo; sí lo es el arreglo 
del problema y no una sola suspensión respecto de la cual existen dudas bastante generalizadas en cuanto al daño que pueda 
causar. 


En lo que tiene que ver con la propiedad, que es un asunto que hemos discutido mucho en los últimos días con los productores 
agropecuarios, creo que "tocar" la propiedad de estos productores mediante una ejecución o tenerla endeudada, resulta muy triste 
y tal vez haya que enfrentar esos hechos a la razón que propone el señor Senador Gargano en cuanto a "tocar" la propiedad del 
ahorrista. Desde el punto de vista del derecho de la propiedad, el ahorrista tiene los mismos derechos que el productor tenedor de 
tierra. Si encontráramos un sistema por el cual contribuya toda la comunidad en su conjunto con el dinero necesario -que puede ser 
que exista en algún lado-, votaría junto con el señor Senador Gargano para solucionar esta cuestión en forma urgente en los 
próximos 15 días. Sin embargo, confieso que no sería capaz de "tocarle" la propiedad al ahorrista uruguayo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Naturalmente, conociendo la convicción del señor Ministro, presumíamos su contestación y sabíamos que 
no iba a cambiar su posición en pocos meses. De cualquier manera, es buena la oportunidad para tratar de hurgar en algunos otros 
aspectos de la solución a la que se arribó para el tratamiento del sobreendeudamiento agropecuario en mayo del año pasado y 
cuyas directivas fueron trasladadas al Banco de la República. Como bien decía el señor Ministro, hubo una franja bajo la cual se 
ampararon todos los productores que así lo desearan, de hasta U$S 200.000. Creo que a solicitud del Partido Nacional, también se 
incluyó una franja para deudores de entre U$S 200.000 y U$S 300.000, los cuales serían analizados caso a caso, con la variante 
de que a diferencia de los deudores del primer grupo, deberían asumir el 20% del total de la deuda para la adquisición del Bono 
Cupón Cero, pero en lugar de hacerlo en abril de 2005 -como lo harán los productores de la primera franja-, sería en abril de 2002. 
Esto significa que ya hace ocho días que deberían haber pagado. 


Hace unas tres semanas presentamos esta inquietud e, inclusive, enviamos al señor Ministro las palabras que habíamos 
manifestado en la Cámara de Senadores. Además, nuestra bancada tomó esta información para elaborar un proyecto de resolución 
o, como se llama comúnmente, una minuta de comunicación, que finalmente no fue votada porque la mayoría del Cuerpo así lo 
decidió. Pero en el intercambio de ideas sobre este tema, el señor Senador Atchugarry afirmó que se estaba trabajando en el tema. 
Nuestro argumento era que si el Banco de la República había estudiado caso a caso la franja de deudores de entre U$S 200.000 y 
U$S 300.000 y le había otorgado la posibilidad a un grupo de ellos de acogerse al Cupón Cero, nos parecía -más allá de que todo 
es arbitrario- injusto que a unos productores se les permitía acogerse al Cupón Cero y pagaran en abril de este año y otros 
debieran hacerlo en abril de 2005. 


Por lo tanto, como cada una de las carpetas había sido analizada con minuciosidad, los malos clientes deberían haber quedado 
afuera y, si sólo quedaron los buenos, nos preguntamos por qué no se amparaban esos clientes en el régimen de compra del Bono 
Cupón Cero en el 2005. Como ya dije, se nos contestó que se estaba trabajando en ello. 


Mi pregunta concreta es si el señor Ministro ha tenido en cuenta algún elemento de los que he mencionado. 
SEÑOR MINISTRO.- Puedo brindar una respuesta parcial. 


En primer lugar, deseo hacer una precisión. Si no recuerdo mal, los términos del acuerdo del año pasado eran que los deudores de 
entre U$S 200.000 y U$S 300.000 iban a ser analizados, caso a caso, por el Banco de la República, que podía disponer soluciones 
en mutuo acuerdo con el deudor, aunque no había ninguna condición establecida sobre el particular. Efectivamente, el Banco 
acordó con una cantidad relativamente importante de deudores pertenecientes a esa franja, una fórmula de pago que incluía la 
entrega del Bono Cupón Cero antes del fin del pasado mes de abril. Esto se estableció en el acuerdo particular entre el Banco de la 
República y cada uno de los deudores que la institución entendió que reunía las condiciones para el acuerdo y, obviamente, como 
contrapartida, estaba el acuerdo del deudor. 


En respuesta a la pregunta concreta formulada por el señor Senador Gargano, debo decir que, en mi conocimiento, el Banco de la 
República estaba decidiendo a fines del mes pasado atender caso a caso la situación de los deudores de entre U$S 200.000 y U$S 
300.000, a efectos de facilitar, de alguna manera, la fórmula de pago que se había convenido anteriormente. Tengo entendido que 
no había ninguna fórmula general -según se desprende de las conversaciones que mantuve con las autoridades del Banco-, porque 
se me informó que se ¡ba a analizar caso a caso, en función de criterios más o menos objetivos como pueden ser el nivel de 
endeudamiento y el subsector en el que se desempeña el deudor. Es en esa dirección que se ha estado caminando y, 
personalmente, no estoy en condiciones de brindar mayores detalles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más señores Senadores anotados para hacer uso de la palabra, la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca agradece la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas. 


(Se retira de Sala el señor Ministro) 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: el plan de trabajo que nos habíamos hecho, a propuesta del señor Senador Mujica, fue que 
tuviéramos esta primera ronda de conversaciones, que hoy ha culminado, con la presencia de la Federación y la Asociación Rural 
y, posteriormente, del señor Ministro de Economía y Finanzas. Esto lo interpreté como la base para comenzar una tarea en 
búsqueda de soluciones de fondo al tema del endeudamiento. Considero que es necesario resolver este problema, pero en caso 
que no encontremos una solución en el plazo de dos meses, tendremos que extender la prórroga que gestionamos y que consiste, 
simplemente, en un alivio a una situación especial que vive el productor endeudado. Pienso que lo que realmente le sirve, tanto al 
productor como al país, es, reitero, una solución de fondo al tema del endeudamiento. A mi juicio ello está en el espíritu de todos los 
integrantes de la Comisión porque fue la meta que nos propusimos. 


Entonces, quedamos en que luego de oída la opinión de las entidades representativas, o las que más están pregonando la 
búsqueda de una solución, y la del señor Ministro, en nombre del Poder Ejecutivo, nos abocaríamos a una tarea como la que 
señaló el señor Senador Heber, entendiendo que en los dos meses que nos quedan de mantenimiento de esta prórroga -que no 
está establecida por ley, pero sí mediante un compromiso que hoy ha ratificado el señor Ministro- podremos encontrar una salida a 
este problema. En lo que me es personal, creo que esto es posible. Es el momento de ver qué ideas tenemos al respecto, si es que 
algunas ya están elaboradas, y si estamos dispuestos a comenzar el trabajo que tenemos por delante. 


Reitero que esto era lo que se había resuelto en la Comisión y que esta ronda no tendría sentido si no es para trabajar en la 
búsqueda de una solución de fondo. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Quería informar a la Comisión, para que lo tenga en cuenta, que han aparecido algunos remates para 
suspender del Banco Hipotecario. 


SEÑOR GARGANO.- Pienso que tenemos que ponernos de acuerdo acerca de qué es lo que vamos a decidir hacer en el día de 
hoy. Si no entendí mal, lo que el señor Senador Pereyra propone es no votar nada y seguir analizando el tema en la búsqueda de 
una solución que deberíamos tener antes del 30 de junio, dado que teóricamente está vigente -porque no hay una disposición legal- 
un acuerdo verbal entre determinados sectores políticos que forman el gobierno de coalición, en el sentido de propiciar la no 
ejecución de los deudores antes de esa fecha. 


En vista de las noticias que aparecen a diario en los medios de comunicación y también de parte de los integrantes del Poder 
Ejecutivo, acerca de la no consecución de una base mínima de acuerdo, y teniendo en cuenta la exposición que en el día de hoy 
realizó el señor Ministro, me da la impresión de que no va a haber absolutamente nada. En este sentido quisiera tener claro el 
tema. No me parece bueno que permitamos que este asunto languidezca por más tiempo porque, como lo dije cuando estaba 
presente el señor Ministro, pienso que al final vamos a terminar en lo que él mismo ha sostenido: que no va a haber suspensión de 
ejecuciones ni una ley de refinanciación de endeudamiento, sino que se va a dejar que opere la realidad. 


No he consultado con todos mis compañeros de bancada, pero tendremos que votar en algún momento. Lo digo con mucha 
franqueza porque entiendo que esto nos da más libertad a todos los sectores para actuar; también a la opinión pública y a los 
sectores involucrados para trabajar de la misma forma. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: no quiero de ninguna manera dejar languidecer el tema. Quisiera que se me explicara si 
sigo interpretando mal las cosas. Digo esto porque lo que propuso el señor Senador Mujica fue que escucháramos a las partes y, 
en función de ello, tratáramos de buscar una solución al tema. En base a eso nosotros hemos estado trabajando. Personalmente, 
tenemos ideas bastante claras al respecto sobre las posibles soluciones de fondo a las que podríamos arribar. 


Lo que dice el señor Senador Gargano acerca de que seguramente vamos a tener dificultades porque el Poder Ejecutivo se opone 
no me impide trabajar en el tema porque viví el otro endeudamiento, el de la ruptura de la tablita del año 1982. En verdad 
estuvimos trabajando desde el año 1985 -no digo desde el año 1982 porque estuvimos bajo un gobierno de facto- hasta el año 
1992, que fue cuando se aprobó la iniciativa. Los argumentos que dio el señor Ministro eran los mismos que se esgrimían en aquel 


entonces en el sentido de que no podía existir una ley porque afecta las reglas del contrato, porque afecta las normas del Derecho, 
porque viene a modificar situaciones regladas por el Derecho, acuerdos de parte también reglados por el Derecho, olvidando 
quienes sostenían esto en aquella época que los Legisladores estábamos cansados de ver suspensiones de lanzamientos urbanos. 
En este sentido, recuerdo que había contratos de arrendamientos urbanos y los rompían. Finalmente, logramos una ley en el año 
1992, que fue muy amplia aunque también muy criticada, y que trajo soluciones. Prácticamente desapareció el endeudamiento 
agudo que sufrían los productores rurales. Reitero que esa ley que se aprobó y tuvo sus efectos positivos, fue vetada por el Poder 
Ejecutivo, y levantamos ese veto. Efectivamente, bajo el gobierno de mi partido voté el levantamiento del veto; entonces, que el 
Poder Ejecutivo esté en contra no me preocupa. Lo que sí me preocupa es encontrar una solución de fondo. No me preocupa la 
aspirina que calma el dolor, sino hallar el remedio para la enfermedad, es decir, combatir la enfermedad y no el dolor pasajero. En 
este sentido tengo ideas al respecto y estoy dispuesto a trabajar en la Comisión en torno a ellas o a otras mejores que se 
presenten. 


SEÑOR HEBER.- Es verdad lo que señala el señor Senador Pereyra; de alguna manera demuestra el compromiso que tuvimos 
con el sector agropecuario desde esa época. 


Nosotros ya hemos pasado la instancia de conocer la opinión del señor Ministro sobre el proyecto de suspensión de ejecuciones y 
sabemos que se opone a él, pero están vigentes entre ellos acuerdos en el sentido de que se sigan evitando ejecuciones hasta el 
30 de junio. El acuerdo implicaba que no solamente se postergaban las ejecuciones hasta esa fecha, sino que también se 
establecía un plazo para encontrar soluciones de fondo. 


Personalmente, creo que debemos ingresar en una etapa en la cual podamos presentar iniciativas. El señor Ministro se opone a 
que las posibles soluciones sean por ley y, al respecto, me parece que el tema no es el instrumento sino el objetivo, que es tratar de 
solucionar el problema del endeudamiento del sector agropecuario, no importando si esto se logra por ley, por decreto, por acuerdo 
de partes o como sea. Repito que el objetivo es encontrar una solución. 


Por otro lado, recuerdo que en el año 1992, cuando se votó aquella ley, el país venía en desarrollo, en crecimiento y estaba fuerte. 
Creo que era otra la situación del Uruguay que admitió esa solución. Pero, repito, la situación en aquel momento era muy diferente 
a la que atraviesa hoy el país. 


En consecuencia, me parece que debemos buscar el justo equilibrio y tener en cuenta que el señor Ministro -como nos lo ha 
confesado- está predispuesto a encontrar soluciones de fondo que resuelvan el asunto. Creo que, incluso, el tema de la suspensión 
de ejecuciones acumula problemas, y como no es una solución de fondo, nos vamos a encontrar con que aquellos que todavía no 
han tenido oportunidad de refinanciar sus deudas o acogerse a algún tipo de solución, caerán en mora y también, dentro de pocos 
meses, pasarán a integrar el listado de remates. 


Considero que, en apoyo a la iniciativa de la Comisión con respecto a la moción del señor Senador Mujica, tenemos que trabajar 
buscando soluciones y hablar con el señor Ministro de modo tal de encontrarlas. 


En mi interpretación -y tratando de hacer un resumen- el señor Ministro ha dicho que no está de acuerdo con una solución legal del 
tema, lo que originó la discrepancia de algunos señores Senadores en la Comisión. 


SEÑOR GARGANO.- Quería decir al señor Senador Heber que yo también creí entender que el Ministro no comparte una solución 
legal al tema sustancial del endeudamiento, a través de una ley de refinanciación. Me gustaría que quedara claro si todos 
entendimos lo mismo porque, de lo contrario, podríamos equivocarnos con respecto al método a seguir. 


SEÑOR HEBER.- Entendí exactamente lo mismo. El Ministro dijo claramente que no estaba de acuerdo con la suspensión de 
ejecuciones ni con una solución legal al tema. 


SEÑOR PEREYRA.- Hace apenas unos instantes dije que aunque al señor Ministro o al Poder Ejecutivo no les guste, nosotros 
podemos elaborar una ley en ese sentido y aprobarla, si contamos con los votos necesarios para ello. Esa ley podrá ser vetada y 
nosotros podremos reunir o no los votos para levantar el veto, que fue lo que pasó en 1992. De manera que el hecho de que al 
señor Ministro le guste o no esta solución, en este caso me es indiferente y pienso que podemos continuar con nuestro trabajo. 


SEÑOR HEBER.- Vuelvo a repetir que el Ministro no está de acuerdo en una solución legal al tema de fondo, básicamente porque 
intervenir por ley los contratos entre privados lesionaría el derecho de propiedad y los contratos establecidos entre partes. 


Por otro lado, ratifico lo que dice el señor Senador Pereyra. Nuestro Partido no está atado al hecho de que la solución no pueda ser 
por ley. Nosotros queremos encontrar una solución y creo que si hay una vía donde no haya una confrontación con el Poder 
Ejecutivo -que, a mi juicio, sería perjudicial para los productores-, sería la mejor opción. Digo esto porque tener un enfrentamiento 
con el Poder Ejecutivo por la suspensión de ejecuciones, o por otro motivo, va a llevar a que no se encuentre una solución para los 
productores. Es decir que para ellos habrá ejecuciones si no tenemos la capacidad de ponernos de acuerdo en hallar una solución 
global a la producción. Naturalmente -repito-, mi Partido no se amputa la posibilidad de presentar una solución por ley. 


En lo particular, creo que el tema es lo suficientemente grave, tanto por el endeudamiento de los productores como por la situación 
del país, como para que convirtamos este asunto en un enfrentamiento en donde nos vamos a reprochar muchas cosas entre los 
Partidos y los actores, por lo que seguramente no arribaríamos a una solución acordada. Personalmente, prefiero que el sistema 
político genere soluciones eficaces a los problemas. Por todo esto entiendo que los próximos pasos consisten en traer soluciones, 
que se pueden estudiar mediante un proyecto de ley y que se puede acordar con el Poder Ejecutivo en el sentido de que se 
instrumenten de distintas maneras. Al respecto, hemos visto que existe predisposición de la banca privada y de la oficial para poder 
superar estos problemas de la mejor forma posible, sin que esto termine provocando situaciones más angustiosas que las que está 
viviendo la República en estas instancias. Repito -y esto lo quería decir en la Comisión- que he visto una buena disposición por 
parte del señor Ministro, de la banca privada y oficial y del Banco Central del Uruguay que, a mi juicio, en esta instancia debe 
ayudar en la búsqueda de una solución de fondo, más allá de la ortodoxia de la conducción de sus políticas. Estas me parecen 
adecuadas en un país que no tiene los problemas que tenemos nosotros, por lo que considero que debe adaptarse a los momentos 
de crisis. Creo que debe cumplir un rol fundamental en la búsqueda de soluciones con la banca privada. Aquí está el tema: es el 
Banco Central -repito- el que debe ayudar, sobre todo mediante las normas de previsión y de encaje sobre la banca privada. Digo 


esto porque hemos tenido oportunidad de hablar con representantes de la banca privada, quienes nos han dicho que necesitan 
ayuda del Banco Central para, a su vez, poder ayudar al sector agropecuario. 


Entonces -no me quiero ir por las ramas- estamos en un momento en que sabemos cuál es la opinión del Poder Ejecutivo con 
respecto al proyecto y a la solución de fondo, que tenemos que elaborar acá. Estamos en condiciones de presentar la semana 
próxima a la Comisión ideas, de modo tal de poder instrumentar una solución, y disponemos de todo este mes para hacerlo. 


Reitero que no deseo que llegue junio y no tengamos soluciones y definiciones; no me gustaría estar pisando el mes de junio sin 
tener un rumbo claro. De todos modos, comenzó el mes de mayo y aún resta un mes para encontrar una solución a este tema. 


SEÑOR MUJICA.- Habíamos hecho una propuesta, dada la delicadeza de la situación, la naturaleza del tema y el trasfondo 
económico de un problema que también tiene repercusiones bancarias frente a las que nadie se puede chupar el dedo. En el marco 
de ese contexto, entendimos que era prudente que el Gobierno supiera que este era un problema grave, por lo que encierra en sí y 
por las repercusiones. ¡Pero viene el señor Ministro a esta Comisión, que es representativa del sistema político, y nos deja sin 
aliento! El señor Ministro bien podría haber dicho que habría que tratar de conversar sobre este tema de otra manera, pero fue 
como siempre, ¡a rajatablas! Si nos deja sin aliento, nosotros, me refiero a los representantes del Encuentro Progresista - Frente 
Amplio, ¡somos una manga de palos vestidos! En consecuencia, debemos proceder asumiendo el papel de palos vestidos. La 
Comisión presentará iniciativas, que luego consideraremos, ¡y se acabó! ¡Estamos fuera de la Troya! ¡Le quisimos dar el gesto! 
¡Este es un problema grave! Pero, si no se dan cuenta, ¡mala suerte, la culpa no es nuestra! Consideramos que el tema tiene 
repercusiones. Entonces, cuando se presenten los proyectos de ley, trataremos de hacer nuestros aportes, como Legisladores, en 
la medida de nuestras posibilidades. Pero no tenemos la más mínima esperanza de que se tenga en consideración, ni siquiera, una 
coma que podamos sugerir, no por parte de los miembros de la Comisión, sino que es una actitud del Gobierno. Lo tengo que decir 
enfáticamente, con claridad. Personalmente -aclaro que no he discutido este asunto con mis compañeros de bancada-, entendí que 
valía la pena tener una actitud suave, por la naturaleza del tema. Pero, si a uno le cierran la puerta en el hocico, ¡bueno, a este 
baile no estoy invitado! ¡Muy bien, me retiro! 


SEÑOR DE BOISMENÚ.- Señor Presidente: en pos de buscar una posición constructiva y tirar un cabo, como bien lo ha expresado 
el señor Senador Mujica, quisiera hacerle una pregunta, que pido tome con el mayor respeto y responda desde el punto de vista 
personal, porque tengo claro que no se ha puesto en contacto con sus compañeros de sector. Así que, si no lo desea, no tiene por 
qué responderla. 


En ese universo de endeudamiento, quisiera saber, a su juicio, hasta cuánto activo y pasivo, es decir, qué volúmenes de deuda 
somos capaces de pelear y afrontar en esta discusión. Como sabe el señor Senador Mujica, dentro de la chacra entra determinada 
cantidad de boca y siempre, como en el reparto de los hijos, uno quiere darles todo lo que puede y también lo que no tiene. Este es 
un tema parecido, en el cual no existe el reparto de los panes de La Biblia y uno tiene que manejarse con lo que tiene o hasta 
donde puede; esta es una obligación que uno tiene para con los demás. 


SEÑOR MUJICA.- Sin entrar en discusión, tenemos un criterio de franjas, porque para ser justos hay que diferenciar. Hay cosas 
muy diferentes en una panoplia tan amplia como es el agro, y estimo que se deben manejar criterios diferentes. Pero debe haber 
dos criterios básicos: el del que se queda trabajando en la tierra y el que no ha tenido una conducta de jodedor, hablando pronto y 
mal, para que quede claramente establecido en la versión taquigráfica, y el que no. 


Hace unos cuantos días, estuve discutiendo esta situación con el señor Presidente del Banco de la República. En este país nos 
conocemos todos. ¡No me vengan con que hay dificultades de información! ¡No; acá se puede saber! Creo que, además de una 
diferenciación en franjas, también debe haber un ajuste. Pero, a mi juicio, tiene que participar la sociedad civil en el ajuste de esos 
criterios, porque las gremiales no pueden estar sólo para gritar; también tienen que asumir responsabilidades y no dejar al Estado 
solo tomando decisiones. Pero este es un punto de vista personal, que tendríamos que discutir. Lo que ocurre es que nosotros 
hemos mantenido el criterio -y creo que nuestra fuerza política está de acuerdo con eso- de que esto que es una aspirina, nos 
acicateaba, nos imponía una obligación. Si esto no estuviera, la percepción de encontrar una solución más de fondo, no iba a ser 
tan evidente. 


De todas maneras, habría que discutir este tema más adelante. 


SEÑOR GARGANO..- Quisiera plantear una pregunta relacionada con una cuestión de procedimiento. Concretamente, deseo saber 
si la Comisión va votar hoy a favor o en contra del proyecto de ley de suspensión de ejecuciones o si, por el contrario, se piensa 
postergar la decisión. Digo esto porque algunos Senadores aquí presentes no tenemos mucho tiempo, en función de que dentro de 
diez minutos deberemos atender otra Comisión. Como el tema es recurrente y no avanzamos, quiero saber qué criterio se va a 
adoptar. De pronto, si se decide votar, lo hacemos y los integrantes de la Comisión fundamentan su voto y, si se acuerda postergar, 
se procede en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador Gargano está de acuerdo, le permitimos hacer uso de la palabra al señor Sanabria, y 
luego discutimos ese punto. 


SEÑOR GARGANO.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: creo que el tema del endeudamiento en general es muy complejo. No obstante, deseo 
hacer algunas puntualizaciones que quiero consten en la versión taquigráfica. 


Nosotros no estamos dispuestos a analizar a los grandes deudores, ni de la banca pública ni de la privada. Por su parte, la banca 
pública ha tenido un comportamiento excelente en cuanto a la tolerancia y espera que se tenga con el sector agropecuario. 
Obsérvese que en los últimos dos años han habido veinte ejecuciones del Banco de la República -más allá de que se las considere 
justas o injustas- de un universo de miles de productores. Hasta U$S 200.000, la Comisión, el Gobierno y los partidos políticos 
pueden brindar espacios de diálogo para encontrar alguna solución. 


Con respecto a las deudas de más de U$S 200.000, no he escuchado pronunciarse a ningún sector político o de las gremiales. Hay 
que tomar en cuenta que estamos hablando de más de U$S 200.000 por Banco; entonces, podría tratarse de productores que 


deben U$S 500.000 o U$S 600.000 y que ya los estamos defendiendo. En lo personal y desde el punto de vista político, hubiera 
defendido desde el principio hasta U$S 200.000, como endeudamiento general. Hay productores del departamento de Cerro Largo 
que deben U$S 400.000 o U$S 500.000 y son criadores de ovejas. Menciono estos casos porque todos sabemos lo que vale la 
oveja. En consecuencia, si deben U$S 400.000 o U$S 500.000 como criadores de ovejas hace 4, 5, 6 ó 7 años que no pasan por 
los Bancos. A esos no los defiendo. Tampoco lo hago con los productores que tienen 12.000 hectáreas y deben U$S 12:000.000, 
porque a ellos los defiende directa o indirectamente la banca porque está tratando de preservar su patrimonio, porque hoy ya es 
más de aquella que del propio productor. 


No creo que sea necesario votar hoy porque ha quedado claramente definido por parte del Poder Ejecutivo, la inconveniencia de 
tomar esta medida, no solamente para el país y para el sistema financiero, sino también para los propios productores, porque se 
alejan las posibilidades de financiamiento diario, diría yo, que en este invierno necesitará el productor agropecuario. 


Es la constancia que queríamos dejar. 


SEÑOR PEREYRA.- Hace un rato dije que la Comisión debía trabajar en soluciones de fondo porque creo que es mejor que una 
suspensión de ejecuciones que, de hecho, la tenemos por un tiempo determinado. 


No tengo temor de un enfrentamiento con el Poder Ejecutivo; tampoco temo a que mañana aparezca en la prensa que el Senador 
que habla no quiso votar un proyecto de ley cuya redacción le pertenece. Por la insistencia que se pone todos los días, pienso que 
puede ser un objetivo el colocar al Senador que habla en una situación de contradicciones. 


Sobre este tema tengo una larga trayectoria, por lo que no me asusta la situación en la que se me quiere colocar. Nadie ha bregado 
más que yo por las soluciones del agro desde la dictadura hasta ahora; igual que yo, puede ser, pero más que yo, no. 


En dos oportunidades presenté proyectos de ley sobre suspensión de ejecuciones y, por lo tanto, no soy contrario a esta medida. 
Sin embargo, creo que en tanto no se realicen las ejecuciones, hay que buscar la solución de fondo. Como no me conformo con las 
palabras, he dicho que tengo ideas al respecto, que estoy dispuesto a trabajar ahora, en este momento, sobre este tema. He dicho 
a los productores lo que estoy diciendo aquí, es decir, que hasta tanto exista tiempo para poder trabajar en una solución de fondo, 
para el productor es mucho mejor esto que una simple sucesión de prórrogas. Como no me limito a las palabras, hoy mismo estoy 
en condiciones de hablar de una solución de fondo y de proponerla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de empezar a considerar el tema planteado por el señor Senador Gargano, quisiera decir que, 
según entendí, el Poder Ejecutivo es terminante en cuanto de la suspensión de ejecuciones. No comparte esta medida, por 
distintas razones, algunas de las cuales se mencionaron hoy y otras se expresaron en la sesión anterior. En lo personal, bajo 
determinadas condiciones, tampoco soy partidario de votar una ley de suspensión de ejecuciones. Pero también es bueno aclarar 
lo que dijo el señor Ministro,- aunque quizás entendí mal- en el sentido de que el Gobierno estaba dispuesto a buscar soluciones 
hasta deudores de U$S 200.000. Habló de la cifra; si me equivoqué, después revisaré la versión taquigráfica y me retractaré. Así lo 
entendí yo. Pensando en voz alta sobre la cifra que manejó el señor Ministro, creo que también habría que pensar en que puede 
ser variable, porque dentro del tema de la deuda, también hay que tomar en cuenta el tamaño y la producción. Entonces, quizás no 
se trate exactamente de U$S 200.000, sino que puede haber una pequeña variación, hacia arriba o hacia abajo. 


De modo que ante el planteamiento del señor Senador Gargano en el sentido de si yo estaría dispuesto a votar hoy el proyecto de 
ley sobre suspensión de ejecuciones, a favor o en contra del mismo, le respondo que ahora no estoy en condiciones de 
pronunciarme, más aún, teniendo la palabra del señor Ministro de que hasta el 30 de junio no va a haber ningún tipo de 
ejecuciones, por lo que tendríamos tiempo de trabajar. . 


SEÑOR PEREYRA.- Hay dos propuestas, la del señor Gargano y la mía. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tenía presente, señor Senador. 


En cuanto al planteamiento del señor Senador Pereyra, que también fue propuesto por otro señor Senador -si no me equivoco, uno 
de ellos fue el señor Senador Nin Novoa en la sesión pasada; creo que hasta se había hablado de un día de reunión y luego 
decidimos esperar a que llegara el señor Ministro- en cuanto a trabajar en la Comisión para encontrar una solución sobre el tema 
del endeudamiento, lo acompaño en todos sus términos. Si entendemos que tenemos que trabajar directamente sobre el tema de 
endeudamiento, entonces, pongamos todos los papeles arriba de la mesa para ver si llegamos a un punto común. Repito que 
acompaño la posición del señor Senador Pereyra. 


SEÑOR GARGANO.- Tengo una visión muy clara de la realidad. La mayoría de la Comisión está de acuerdo con la propuesta que 
hace el señor Senador Pereyra. Entonces, podemos seguir la semana que viene. Lamentablemente, señor Presidente, como dije, 
debo retirarme de la Comisión porque en pocos minutos empieza otra a la que debo concurrir también. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún Senador hace uso de la palabra, levantaríamos la sesión. 

SEÑOR PEREYRA.- Solicito que sigamos sesionando dos minutos más, pero sin versión taquigráfica. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 17 y 22 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


